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MANDAMUS 

 procedente del 
Departamento de 

Educación  
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

Sobre:  
Compra de 
servicios 

educativos 

 

Panel integrado por su presidente, el Juez  Vizcarrondo Irizarry, la  

Jueza Colom García y el Juez  Steidel Figueroa 

Steidel Figueroa, Juez Ponente 

 
S E N T E N C I A  

En San Juan, Puerto Rico,  a  20  de enero de 2016. 

Los padres de los menores SDJQ y YARM nos solicitan en 

representación de estos que emitamos un auto de mandamus que 

ordene al Departamento de Educación pagar directamente a una 

institución educativa privada los servicios educativos que los 

menores necesitan. Invocan disposiciones de la que la ley federal 

Individuals with Disabilities Educations Improvement Act [en 

adelante, “IDEA”], 20 USCA secs. 1400 et seq. Examinadas las 

alegaciones de las partes, expedimos el auto de mandamus 

solicitado.  

I. 

David Jiménez Toro y Vilmarie Quijano Martínez son padres 

del menor SDJQ, estudiante del programa de educación especial 

del Departamento de Educación en la Región Educativa de Arecibo. 

A los tres años de edad, el menor sufrió un accidente que le causó 
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daño neurológico, lo que, entre otras cosas, limitó su capacidad de 

movimiento y su capacidad cognoscitiva y de comunicación. 

Actualmente, SDJQ se comunica mediante un comunicador visual.  

En el Componente de Ubicación realizado para este en los 

años escolares 2013-2014 y 2014-2015 se estableció que el 

Departamento de Educación carecía de una alternativa apropiada 

para ubicar al estudiante. En ambos años, el Departamento 

aprobó la compra de servicios para el menor en la entidad Pequeño 

Campeón de Jesús, alternativa educativa adecuada, según el 

Programa Educativo Individualizado (PEI) que se preparó para 

SDJQ. No obstante, aun cuando autorizó la compra de servicios 

educativos para el menor, el Departamento de Educación 

estableció que los pagos que efectuaría para ese fin se realizarían 

mediante reembolso, según lo prevé la Carta Circular del 

Departamento de Educación 009-2014-2015. De esta manera, los 

padres de SDJQ tendrían que pagar los servicios a la institución y 

posteriormente deberían reclamar el reembolso de la entidad 

estatal educativa.  

Por considerar que la exigencia del Departamento de 

Educación era contraria a legislación federal, los padres de SDJQ 

presentaron una queja ante la Unidad de Querellas de la 

Secretaría de Educación Especial. Reclamaron que el 

Departamento pagara de manera directa los servicios a la 

institución educativa privada identificada como alternativa 

apropiada para la educación del menor. Según se alegó en el 

recurso instado ante este foro: 

23. En dicha querella los padres del estudiante 
argumentaron que la [ubicación del menor en la institución 
privada] no había sido una ubicación unilateral, y que al 
ser la ubicación avalada y referida por el propio 
Departamento de Educación, la disposición legal que 
regulaba el asunto lo era la §1412 (a) 10 (B) de la Ley 
Individuals with Disabilities Educations Improvement Act 
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(IDEA), la cual dispone que el servicio educativo 
corresponde brindarse sin costo a los padres.1  

Los padres del menor SDJQ prevalecieron en la querella, 

pues el foro administrativo ordenó en mayo del 2014 al 

Departamento de Educación realizar los pagos directamente a la 

entidad educativa privada. Llegado el año escolar 2015-2016, tras 

concluirse que el Departamento de Educación carecía del servicio 

que el menor SDJQ necesitaba, el organismo administrativo 

autorizó la compra de servicios educativos privados y nuevamente 

dispuso que el Departamento de Educación realizaría los pagos 

mediante reembolso.  

Por estar en desacuerdo con esta determinación, los padres 

de SDJQ, en representación de este, instaron en jurisdicción 

original en este foro el recurso de mandamus de epígrafe para que 

ordenemos al Departamento de Educación que realice pagos 

directos a la institución educativa identificada como alternativa 

apropiada para el menor. Plantean que: 

 28. Toda vez que la carta hace caso omiso al estado 
de derecho vigente y a la Resolución emitida que advino 
final y firme es claramente fútil e innecesario continuar o 
tratar de agotar remedios administrativos, donde 
claramente ya la controversia había sido resuelta, […].  

 29.  Los padres del menor no cuentan con capacidad 
económica para coste[ar]  los servicios de su hijo.  Como 
cuestión de hecho, los padres del estudiante tratando de 
cubrir las necesidades de su hijo, perdieron su vivienda en 
una ejecución de hipoteca.  Tómese conocimiento judicial 
de lo resuelto en el caso Doral Bank v. David Jiménez Toro, 
C CD2009-0448.2 

 Por su parte, Alejandro Rodríguez Andújar y Francheska 

Molina Ramos son padres del menor YARM, quien tiene, entre 

otras condiciones médicas, un desorden genético conocido como 

Síndrome de Williams. En octubre de 2015 el Departamento de 

Educación autorizó la compra de servicios educativos para el 

menor en la Fundación Pequeño Campeón de Jesús, pues el 

Departamento carecía de un ofrecimiento educativo adecuado para 

                                                 
1 Petición de Mandamus, en las págs. 6-7. 
2 Íd., en la pág. 7 (subrayado en el original). 
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atender las necesidades del menor. La autorización cubría el año 

escolar 2015-2016. Al igual que en el caso del menor SDJQ se 

autorizó la compra de los servicios, pero el Departamento los 

pagaría mediante reembolso, según lo dispone la Carta Circular 

009-2014-201.  Al oponerse a esta determinación, los padres de 

YARM nos plantean: 

  35.  Siendo la ubicación escolar del estudiante una 
avalada y referida por el DE le es de aplicación la 
disposición de la §1412 (a) 10 (B) de la Ley Individuals 
with Disabilities Educations Improvement Act (IDEA), la 

cual dispone que el servicio educativo corresponde 
brindarse sin costo a los padres.  

  36.  Debe tomar conocimiento esta curia, que por el 
síndrome que padece el estudiante y otras condiciones de 
salud especiales, los servicios directos se llevan a cabo de 
uno a uno.  El costo del servicio y terapias es mayor a los 
$3,000.00, lo cual los padres no tienen la capacidad 
económica para cubrir los costos, por lo que es imposible 
solicitar un reembolso de pagos que no se pueden realizar.  
De igual forma los padres no cuentan con la capacidad 
económica para cubrir gastos y honorarios para solicitar la 
reivindicación de sus derechos.3   

Rodríguez Andújar y Molina Ramos también nos solicitan 

que ordenemos al Departamento de Educación pagar directamente 

a la institución educativa identificada como alternativa adecuada 

los servicios educativos que necesita el menor YARM. 

Los reclamos de los padres comparecientes fueron hechos en 

un solo recurso en el que íntegramente nos solicitan que: 

(1) Ordene perentoriamente al Departamento de Educación 
a pagar directamente los servicios educativos de 
S.D.J.Q. y Y.A.R.M. en la institución Pequeño Campeón 
de Jesús; 

(2) En la alternativa emita Orden para que la Demandada 
se exprese en o antes de 5 días,  y ordene a Secretaría 
proceda a enviar copia de su resolución a la Oficina de 
la Procuradora General y al Departamento de 
Educación.  

(3) Le Ordene al DE que desista de tratar de imponer el 
método de pago por reembolso a todo estudiante que el 
DE haya referido, o aceptado ubicación en una 
institución privada por no puede (sic) ofrecer el servicio 
educativo de forma gratuita, pública y adecuada (FAPE), 
según lo dispuesto en la §1412(a) 10(B); 

(4) así como que ordene el pago de Honorarios de abogado, 
más las costas y gastos del pleito.4   

                                                 
3 Íd., en las págs. 8-9 (énfasis en el original). 
4 Íd., en la pág. 18. 
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Tras emplazar a la parte promovida por el recurso de 

mandamus, la Oficina de la Procuradora General compareció. Al 

oponerse a que expidamos el auto de mandamus solicitado nos 

plantea, en el caso del reclamo del menor SDJQ, que este no agotó 

remedios administrativos pues la determinación del Departamento 

de Educación de octubre de 2015, que autorizó la compra de 

servicios educativos y su pago mediante reembolso, no fue 

oportunamente cuestionada ante el foro administrativo 

correspondiente. Aduce, además, que los padres de SDJQ no 

instaron oportunamente un recurso de revisión judicial ante este 

foro para cuestionar la decisión administrativa que originó la 

petición de mandamus que aquí consideramos.  

En cuanto al menor YARM, nos plantea que existen otros 

remedios adecuados en ley, pues los padres de este no instaron 

una querella ante la Unidad de Querellas de la Secretaría Asociada 

de Educación Especial. Por último, nos plantean que el 

Departamento de Educación no incumplió deber ministerial alguno 

y que la determinación de pagar los servicios educativos mediante 

reembolso está enmarcada en un ejercicio discrecional del 

Secretario de Educación. Aduce, que el deber ministerial implicado 

en este caso ―proveer a los menores una educación adecuada― ha 

sido atendido. 

Resolvemos los asuntos planteados. 

II. 

 Es sabido que el recurso de mandamus es un mecanismo 

procesal sumamente privilegiado dirigido contra un funcionario, 

entidad pública o un tribunal de menor jerarquía para requerirle el 

cumplimiento de algún acto que esté dentro de sus atribuciones o 

deberes. Artículo 649 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA 

sec. 3421. La expedición de este auto extraordinario no crea 

obligación o deber alguno. Tras reconocer que existe un deber 
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ministerial incumplido, mediante un auto de mandamus solo se 

compele el cumplimiento de un deber inherente al desempeño de 

un cargo o función pública. Para expedir el mandamus es 

necesario que la parte promovida por esta acción tenga la facultad 

y la obligación en ley de cumplir el acto exigido y que el deber cuyo 

cumplimiento se exige sea de carácter ministerial y que no permita 

discreción en su ejercicio por ser mandatorio e imperativo, Noriega 

v. Hernández Colón, 135 D.P.R. 406, 447-448 (1994); Hernández 

Agosto v. Romero Barceló, 112 D.P.R. 407, 418 (1982).  

Por su carácter excepcional, tampoco se debe expedir un 

auto de mandamus cuando el peticionario tiene a su alcance otro 

remedio legal adecuado. Artículo 651 del Código Enjuiciamiento 

Civil, 32 L.P.R.A. sec. 3423; Hernández Agosto v. Romero Barceló, 

supra, en la pág. 418; Dávila v. Superintendente de Elecciones, 82 

D.P.R. 264, 274 (1960).  Así, el auto de mandamus no se expide 

como cuestión de derecho. Su expedición descansa en la sana 

discreción del tribunal. Báez Galib y otros v. C.E.E. II, 152 D.P.R. 

382 (2000).  En el caso enfrentado no está en controversia que los 

menores necesitan servicios educativos privados, puesto que el 

Estado no puede proveerles una educación adecuada a sus 

necesidades. Ahora bien, los peticionarios nos plantean que la ley 

federal IDEA establece la obligación del Estado de pagar los 

servicios educativos de sus hijos de manera directa a la institución 

seleccionada, por razón de que el Departamento de Educación 

carece de servicios educativos adecuados a la luz de las 

necesidades de los menores.  

 La ley federal IDEA impone al Estado responsabilidades 

específicas relacionadas al pago de servicios educativos de menores 

registrados en el Programa de Educación Especial del 

Departamento de Educación. Distingue dos escenarios, cuando el 

menor es ubicado en una escuela privada en coordinación con el 
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Estado, y cuando los padres ubican al menor en una institución 

privada sin el consentimiento del Estado o de la entidad 

administrativa responsable de los servicios de educación pública. 

En el caso que nos concierne son relevantes las disposiciones de la 

ley IDEA que regulan el primer escenario indicado.  

Al respecto, dispone la ley IDEA: 

(B) Children placed in, or referred to, private schools by 
public agencies. 

 (i) In general.  

Children with disabilities in private schools and 
facilities are provided special education and related 
services, in accordance with an individualized education 
program, at no cost to their parents, if such children are 
placed in, or referred to, such schools or facilities by the 
State or appropriate local educational agency as means of 
carrying out the requirements of this part or any other 
applicable law requiring the provision of special education 
and related services to all children with disabilities within 
the States.   

20 USCA § 1412 (10)(B)(i) (énfasis suplido). 

Somos de opinión que en el caso de epígrafe se satisfacen los 

requisitos que justifican la expedición del auto de mandamus. En 

primer lugar, el texto citado claramente establece que los servicios 

educativos que reciba un estudiante referido o registrado con el 

aval del Estado en una institución privada no serán pagados por 

los padres. Si bien la ley no cualifica que esa obligación del Estado 

implica que este tiene que hacer un pago directo a la institución 

privada educativa, ni excluye el mecanismo de reembolso como 

medio para viabilizar que el Estado cumpla el deber que la ley 

federal le impone, la interpretación de ese deber no puede partir de 

una visión mecánica que haga abstracción de la capacidad real de 

los padres de sufragar inicialmente los servicios educativos y, 

consecuentemente, del potencial riesgo de que por esa razón los 

menores no reciban oportunamente los servicios educativos que 

necesitan. En el presente caso, el expediente apelativo contiene 

suficientes indicios de que ese riesgo potencial no es especulativo.   
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En segundo lugar, los intereses implicados son de la más 

alta jerarquía, pues se trata de la educación de menores de edad 

que reciben educación especial necesaria para viabilizar su mayor 

desarrollo posible. Los servicios educativos requeridos no son un 

capricho. Son una necesidad imperiosa que impone al Estado y a 

la sociedad en general deberes morales y legales que los tribunales 

no deben ponderar livianamente.  

En tercer lugar, los padres de uno de los menores implicados 

en este recurso formularon exitosamente ante los foros 

administrativos correspondientes del Departamento de Educación 

el mismo reclamo que hoy se nos plantea. De esta manera, el 

Departamento de Educación, aun cuando conocía el desenlace 

previo en uno de los casos implicados en este recurso, concedió a 

dicho menor en el año escolar 2015-2016 el beneficio de la 

educación privada en las mismas circunstancias que antes fueron 

rechazadas en el trámite apelativo al interior de la agencia.  

En cuarto lugar, la experiencia en el caso del menor SDJQ es 

ilustrativa para fines de determinar la idoneidad y utilidad de 

exigir a los padres del  menor YARM que agoten remedios 

administrativos. Requerir que estos acudan al trámite 

administrativo al interior de la agencia como mecanismo para 

atender sus exigencias relacionadas al año escolar en curso, 

demoraría la obtención de un resultado oportuno que pueda 

ejecutarse en el año escolar 2015-2016. En esas circunstancias, 

aun cuando procesalmente el caso es distinguible, el remedio 

reclamado y el derecho implicado es idéntico. Así pues, como se ha 

afirmado,  

[s]i bien es cierto que hay normas judiciales conocidas 
el efecto de que es preferible agotar la acción 
administrativa antes de acudir a lo judicial por cuanto 

ello es deseable para un mejor y más fácil 
ordenamiento en la disposición de conflictos …, la 

norma es una de conveniencia compatible con la 
justicia, y no posee inflexibilidad tal que lleva a la 



 
 

 
KLRX201500061 

    

 

9 

frustración de un derecho o a la negación de un 
remedio.  

 
González Saldaña v. Tribunal Superior, 92 DPR 477, 487 (1965). 

 
La Oficina de la Procuradora General nos plantea que la 

obligación establecida en la disposición de la ley federal IDEA 

implicada en este caso debe examinarse de manera integrada con 

las normas que regulan la contratación gubernamental.  Señala, 

entre otras cosas, que el Estado no puede realizar pagos sin que 

exista contratación formal con el gobierno. Tiene razón al destacar 

la importancia de cumplir celosamente con las disposiciones 

estatutarias que regulan el desembolso de fondos públicos. 

Véanse, Vicar Builders Development, Inc., v. ELA, Opinión de 11 de 

febrero de 2015, 2015 TSPR 13; Jaap Corp. v. Depto. Estado et al., 

187 DPR 730 (2013); Rodríguez Ramos et al. v. ELA et al., 190 DPR 

448 (2014); ALCO Corp. v. Mun. de Toa Alta, 183 DPR 530, 537 

(2011); Ocasio v. Alcalde Mun. de Maunabo, 121 DPR 37 (1988). 

Sin embargo, no se nos ha solicitado que expidamos un mandamus 

para que el Estado desembolse fondos sin sujeción a las normas 

que regulan el uso de recursos del erario. El remedio aquí 

concedido está claramente condicionado a que se satisfagan 

celosamente las disposiciones pertinentes que regulan el manejo y 

desembolso de fondos públicos. El pago directo por parte del 

Estado de los servicios educativos requeridos por los menores 

SDJQ y YAMR no está reñido con tales normas. Corresponderá al 

Departamento de Educación tomar las medidas necesarias para 

cumplir el deber ministerial que reconocemos en esta sentencia 

que ampara a los menores SDJQ y YARM de manera consecuente 

con las disposiciones vigentes que aplican al manejo de fondos 

públicos.  
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III. 

Por los fundamentos expuestos, se expide el auto de 

mandamus solicitado. Se instruye al Departamento de Educación a 

que pague directamente los servicios educativos de los menores 

SDJQ y YARM a la institución Pequeño Campeón de Jesús, luego 

de dar cumplimiento a las disposiciones legales aplicables que 

regulan el desembolso de fondos públicos. 

Esta sentencia en modo alguno prejuzga la validez de la 

Carta Circular del Departamento de Educación 009-2014-201, 

pues el alcance de la determinación hoy emitida se limita a 

interpretar los derechos de las partes peticionarias.  

Notifíquese inmediatamente y adelántese por fax o correo 

electrónico.  

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica. 

 

                  Dimarie Alicea Lozada 
               Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


